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SUSCR1CION PARA LA CAPITAL.

Pesetas.

Por un año............................. 17,50

Por seis meses..................... 9,10

Por tres id..................... 4,90

SUSCRICION PARA FüERA DE LA CAPITAL.

Pesetas.

Por un año.......................... 20 •

Por seis meses................... 10,60

Por tres id............................ 6

BOLETIN. OFICIAL DE LA PROVINCIA DE BURGOS.
GOBIERNO DE LA PROVINCIA

DE

BURGOS.

Telégrama del Excmo. Sr. Ministro 
déla Gobernación, recibido en la ma­
ñana de hoy.

S. M. el Rey salió de Santander ayer 
á las dos de la larde. Las calles de la po­
blación estaban lujosamente engalanadas 
y llenas de un inmensa gentío que acla­
maba á S. M. sin cesar hasta la llegada á la 
Estación del Ferro-carril, donde le aguar­
daban las autoridades y corporaciones 
populares. El pueblo penetró en los an­
denes y el tren Real se puso en marcha 
en medio de entusiastas victores y al 
estruendo de los cañonazos disparados 
por los buques de la Escuadra ¡surtos en 
la Babia. Hoy llegarán a Madrid SS. MM. 
acompañadas por el Gobierno que mar­
chó ayer al Escorial con dicho objeto.

Y á las 2 de esta tarde el mismo Sr. 
Ministro me dirige el telégrama si­
guiente:

SS. MM. acompañados de sus augus­
tos hijos han llegado esta mañana á esta 
Capital, siendo recibidos por todas las 
autoridades militares y civiles, comisio­
nes de varios'allos cuerpos y funciona­
rios públicos: una inmensa concurrencia, 
que ha saludado á los Reyes á su llegada 
con entusiastas aclamaciones, llenaba el 
anden de la estación.

Lo que se comunica á los habitantes 
de esta provincia para su satisfacción.

Burgos 24 de Agosto de 1872.
VICENTE PESET.

(De la Gaceta del viernes 25 del corriente.)

MINISTERIO DELA GUERRA.
EXTRACTO DE LOS DESPACHOS TELEGRÁ­

FICOS RECIBIDOS EN ESTE MINISTERIO 

HASTA LA MADRUGADA DE HOY ACERCA DEL 

MOVIMIENTO CARLISTA.

En Cataluña no ha ocurrido novedad 
notable durante la últimas 24 horas.

En el resto de la Península hay tran­
quilidad.

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

Los artículos 17 y 18 de la 
ley electoral tienen por objeto, 
el primero facilitar á cada elec­
tor el medio de acreditar en el 
acto de la votación su derecho 
para efectuarlo, y el segundo el de 
que figuren en los libros talona­
rios las personas que lo hayan 
adquirido nuevamente, excluyen­
do los que lo hubieren perdido.

Y considerando que la elec­
ción de Diputados á Cortes debe 
celebrarse en los dias 24, 25, 26 
y 27 del actual, y la de Diputa­
dos provinciales en 10, 11, 12 y 
15 de Setiembre próximo:

Considerando que es suma­
mente corto el espacio de tiempo 
que media entre una y otra, así 
como las alteraciones del censo 
en el mismo período han de ser 
desatendibles por su escaso nú­
mero:

Considerando que no hay ra­
zón ni términos hábiles para que 
se haga respecto á la última elec­
ción que debe tener lugar la re­
novación de libros talonarios y 
consecuentemente nueva reparti­
ción de cédulas electorales;

S. M. el Rey se ha servido dis­
poner:

l.°  Que para acreditar su 
derecho los ciudadanos en la pró­
xima elección de Diputados pro­
vinciales puedan servirse de las 
mismas cédulas electorales que 
se hayan expedido para la de Di­
putados a Cortes que han de ve­
rificarse en este mes, utilizándo­
las en ambas operaciones, sin 
que sea obstáculo para la segun­
da los sellos ó señales que indi­
quen haberse empleado en la pri­
mera.

2.°  Que esta resolución se 
inserte inmediatamente en la Ga­
ceta y Boletines oficiales de las 
provincias para su coveniente pu­
blicidad.

De orden de S. M. lo digo á 
V. S. para su conocimiento y mas 
puntual observancia. Dios guarde 
á V. S. muchos años. Madrid 22 
de Agosto de 1872.—Ruiz Zor­
rilla. —Sr. Gobernador de la pro­
vincia de......

DIRECCION GENERAL 
DE ADMINISTRACION LOCAL.

Negociado l.°
El Sr. Ministro de la Gobernación di­

ce con fecha de hoy al Gobernador de 
esta provincia lo siguiente:

«Remitida á informe del Consejo de 
Estado la consulta que con fecha 12 de 
Marzo último dirigió V. E. á este Mi­
nisterio sobre si la Comisión provincia! 
puede revocar sus acuerdos, la Sección 
de Gobernación y Fomento de aquel alto 
Cuerpo ha emitido el siguiente diclámen:

«Excmo. Sr.: En cumplimiento de la 
Real órden de 16 del mes último, ha 
examinado esta Sección la consulta ele­
vada por el Gobernador de Madrid, rela­
tiva á si las Comisiones provinciales 
pueden revocar sus acuerdos despues que 
han causado estado.

Manifiesta la citada Autoridad que en 
el expediente de elecciones municipales 
del pueblo de Alcobendas resolvió la Co­
misión provincial con fecha 20 de Enero 
último declarar incapacitado para ejercer 
el cargo de Concejal á D. Luis Hidalgo 
en concepto de deudor á los fondos mu­
nicipales: que cumplimentado este acuer­
do, y trascurrido el plazo que el art. 89 
de la ley electoral señala para que sean 
definitivas las resoluciones en esta mate­
ria, ha producido otro en 20 de Febrero 
contrario al anterior; y que no existien­
do ninguna disposición que autorice ni 
prohíba este procedimiento, y tendiendo 
este segundo acuerdo á reparar la injus­
ticia que en el primero se cometió con 

el electo Concejal Hidalgo, había dis­
puesto el cumplimiento del mismo, cre­
yendo á la vez de su deber consultar á 
V. E. acerca de punto tan importante 
para que se fije la jurisprudencia á que 
ha de atenerse en casos análogos.

La Sección considera resuella la duda 
ocurrida al Gobernador de la provincia 
con solo atenerse al literal contexto de 
la ley electoral, y hacer de ella estricta 
aplicación al caso que motiva la prece­
dente consulta.

Prescribe el art. 89 que la Comisión 
provincial resolverá de una manera defi­
nitiva todas las reclamaciones declarando 
la validez ó nulidad de las elecciones, ó 
la capacidad, incapacidad ó excusas de 
los elegidos: que estas resoluciones deben 
dictarse antes del día 20 del duodécimo 
mes del año económico, en que quedarán 
terminados todos estos expedientes: que 
pasado este dia, las Comisiones los de 
volverán á los respectivos Ayuntamien­
tos; y por último, que en los que no 
hubiesen dictado resolución se llevara á 
efecto lo acordado por la Junta de escru­
tinio y Ayuntamiento.

Se ve, pues, que los acuerdos lomados 
por la Comisión provincial en materia de 
elecciones, no solo son definitivos, sino 
que habrán de dictarse dentro de un pla­
zo determinado, pasado el cual conclu­
yen las facultades de la misma Comisión, 
que nada puede resolver ni fallar respec­
to de las reclamaciones presentadas.

No cabe por lo tanto decir que no exis­
te en la ley ninguna disposición que 
autorice ni prohíba á la Comisión el mo­
dificar sus propios acuerdos, cuando la 
que acaba de citarse de un modo tan ex­
plícito y terminante declara definitivas 
tales resoluciones. Aun en el supuesto de 
que estas fuesen alguna vez injustas ó 
improcedentes, no por eso seria lícito re­
lajar el precepto legal, porque ó bien 
cabría la interposición del recurso de al­
zada á que alude el art. 51 de la ley pro­
vincial, ó bien en lodo caso sería al Go­
bierno á quien correspondería impedir 
cualquiera infracción legal en virtud de 
las facultades que para ello le concede el 
art. 88 de la orgánica provincial.

Ademas, si la Diputación en los asun­
tos que la eslán encomendados y que la 



Comisión se halla facultada para resolver 
interinamente en casos urgentes, con la 
obligación de dar cuenta en la primera 
sesión según dispone el art. 68, no pue­
de revocar ni modificar los que por su 
naturaleza causan estado, mucho menos 
cabe suponer en la Comisión provincial, 
subordinada á la Diputación, una facul­
tad que á esta última no le está recono­
cida, sino ántes bien expresamente ne­
gada.

De admitir el principio de que las Co­
misiones provinciales pudieran volver en 
cualquier tiempo sobre sus propios acuer­
dos en materia de elecciones, y que el 
juicio y exámen de estos actos permane­
ciera abierto indefinidamente, ni los 
Ayuntamientos podrían constituirse en la 
época al efecto señalada, ni la composi­
ción de estos cuerpos llegaría á ser defi­
nitiva, ni los Concejales tendrían la segu­
ridad de no verse desposeídos de sus 
cargos á consecuencia de nuevos fallos 
dictados con motivo de ulteriores recla­
maciones; ni, por último, tendría puntual 
observancia la ley cuyos preceptos en lo 
que á los municipios se refiere quedaría 
alterada y destruida.

Bueno quo las Comisiones provinciales 
en ciertos casos, y solo como excepción, 
modifiquen sus acuerdos relativos á la 
gestión de los intereses do la provincia; 
mas nunca les será lícito hacerlo en aque­
llos asuntos en que sus resoluciones 
causen estado ó tengan el carácter de 
definitivas por disposición expresa y ter­
minante de la ley, como en el presente 
caso sucede;

Acerca de él observará la Sección queen 
el primer acuerdo de la Comisión se decía 
que de los documentos aducidos por los 
que impugnaron la capacidad de Hidalgo 
se probaba que era deudor al Municipio 
en concepto de segundo contribuyente, 
mientras que el segundo acuerdo le fun­
dó: primerOj en una certificación en que 
se dice constar la aprobación de las cuen­
tas de 1867 y 1868, y no existir res­
ponsabilidad alguna contra Hidalgo: se­
gundo, en que los electores de Alcoben- 
das presentaron la reclamación ante la 
Comisión provincial y no ante el Ayun­
tamiento, por cuya razón no pudo Hidal­
go dar sus descargos al hacerse la pro­
clamación de Concejales; y tercero, en 
que si el párrafo segundo, caso 4/, ar­
tículo 8.° de la ley electoral dispone 
que en cualquier tiempo que el electo 
adquiera alguna de las incapacidades ex­
presadas en el mismo pierda el cargo, 
era justo y equitativo que cuando dicha 
incapacidad desaparezca recobre la apti­
tud legal. Este razonamiento, sobre ser 
inadmisible á causa de que una vez pro­
vistas en la forma y época establecidas 
en la ley las vacantes producidas por los 
incapacitados no habría ya términos há­
biles para que estos volviesen á ocupar 
sus puestos, da también lugar á sospe­
char si al tiempo de hacerse la elección 
sería Hidalgo deudor al Ayuntamiento y 
habrá tal vez solventado su crédito con 
posterioridad á aquel acto: en cuyo caso, 
con arreglo al art. 59 de la ley munici­
pal, el primer acuerdo de la Comisión 
provincial habría sido perfectamente jus­

to y procedente. Sea de esto lo que quie­
ra, puesto que no hay antecedentes para 
apreciarlo, la sola circunstancia de de­
clarar la ley definitivas las resoluciones 
de la Comisión provincial en asuntos 
electorales es por sí sola razón bastante 
para no poder tener como válido su se­
gundo acuerdo.

Opina por lo tanto la Sección:
1. ' Que los acuerdos de las Comi­

siones provinciales en materia de elec­
ciones causan estado y no se pueden re­
vocar por aquellas corporaciones.

2. ” Que en este concepto la Comisión 
provincial de Madrid no pudo modificar 
el primer fallo que dictó respecto á las 
elecciones de Alcobendas.»

Y conforme S. M. el Rey con el pre­
inserto dictámen, se ha servido resolver 
como en el mismo se propone.»

De Real orden, comunicada por el ex­
presado Sr. Ministro, lo traslado á Y. S. 
para su conocimiento á fin de que sirva 
de regla general. Dios guarde á V. S. 
muchos años. Madrid 17 de Agosto de 
1872.=EI Director general, Juan An­
tonio Corcuera.=Sr. Gobernador dé la 
provincia de....

GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE BURGOS.
—

Circular núm. 159.
.es ;A ab iQbBftaddoO

Ignorándose completamente el para­
dero de D. Calixto Martínez Puente, li­
cenciado del ejército, que tiene solicitado 
su ingreso en la Guardia civil, se anun­
cia en el Boletín oficial de la provincia 
para conocimiento del interesado, advir- 
liéndole que debe presentarse en esta capi­
tal trayendo consigo la licencia absoluta.

Burgos 23 Agosto 1872.
El Gobernador de la provincia, 

VICENTE PESET.

• ■ :> ./¡ i ui&ii.:? ou

Circular núm. 140.
Han sido robadas en la noche del dia 

11 al 12 del actual á Marcelo Santos, 
vecino de Grijalbo, dos caballerías asna­
les cuyas señas se expresan á continua­
ción; y se anuncia en el Boletín oficial de 
la provincia para que en caso de ser 
habidas se remitan á disposición de¡ 
Juzgado deCastrogeriz, así como también 
la persona en poder de quien se en­
cuentren.

Burgos 25 Agosto 1872.
El Gobernador de la provincia, 

VICENTE PESET.

Señas de las caballerías robadas.
La una de nueve años, morena, sin 

haber pelechado por completo, sin her­
rar, se encontraba criando sin que lleva­
se la cria, tiene el ojo derecho lloroso, 
con una rozadura en los hombrillos y de 
los piés es un poco parda. La otra de 
doce á trece años, morena, buena pos­
tura, sin herrar, tiene una señal blanca 
cerca del hijar, estrellada, en el frontis 
tiene un cabezón sin hevilla, las dos de 
seis cuartas de alzada.

COMISION PROVINCIAL DE BURGOS.

VICEPRESIDENCIA

Eu la sesión ordinaria que esta Cor­
poración ha de celebrar el dia 28 del 
corriente á las 12 de su mañana se ha 
de resolver la reclamación elevada por 
1). Mariano Ortiz y D. Pedro Calvo, ve­
cinos de Gumiel de Mercado, como re­
matante y fiador respectivamente del 
arbitrio establecido sobre el peso y me­
dida de uso voluntario en el año econó­
mico último, en cuya reclamación piden 
se declare la nulidad del remate.

Lo que se anuncia en este Boletín ofi­
cial cumpliendo lo determinado en el 
arl. 64 de la ley provincial vigente.

Burgos 24 de Agosto de 1872.
El Vicepresidente interino, 

LORENZO GARCIA M. DEL RINCON.

<De la Gaceta númv. 216._>
TRIBUNAL SUPREMO. 

>-----—— Olil i" i‘

SALA CUARTA.

En la villa y corte de Madrid, á 22 de 
Junio de 1872, en el pleito contencioso- 
administrativo que ante Nos pende en 
primera y única instancia entre el Licen­
ciado D. Vicente Nufiez de Velasco, en 
representación de la Sociedad carbonífera 
la Iberia, y el Ministerio fiscal, en 
nombre de la Administración general 
del Estado, sobre revocación de la Réá! 
orden de 29 de Mayo de 1867, que de­
claró nulo el expediente de investigación 
Jove Segunda-A» ,

Resultando que por Real orden de 17 
de Octubre de 1863 se declaró sin efecto 
el expediente de registro llamado Jove, 
con cuatro pertenencias mineras de car­
bón de piedra por falta de criadero, re­
servando á las parles el derecho de con­
tinuar las labores como de investigación:

Resultando que á virtud de esta reser­
va D. Diego Raya, en representación de 
la Sociedad Iberia, en 16 de Diciembre 
del mismo año acudió al Gobernador de 
Córdoba presentando dos solicitudes de 
investigación, pidiendo para cada una 
dos pertenencias mineras, bajo la deno­
minación de Jove y Jove Segunda, que 
existían dentro del mencionado registro 
y en terreno común, dedicado á labor y 
pastos, en- el término de Espié!, paraje 
que llaman Juana la Mala, el cual deslin­
dó convenientemente é hizo la designa­
ción, señalando como punto de partida el 
centro del lado Oeste del pozo que fue 
labor legal para el registro Jove, y el 
segundo en la umbría del Majadal de Jo­
sé Loreto: Lindante al Norte cerros de 
D. Bueno; al Este camino viejo de Espiel 
á Córdoba; y al Oeste D. Bueno; verifi­
cando también su designación é indicando 
su punto de partida en una calicata abier­
ta dentro del terreno comprendido en la 
designación del repelido registro Jote, 
según el plano que acompañaba, y funda­
do en los articulos 17 y 21 de la iey de 
6 de Julio de; 1859, y párrafo cuarto de:

\ 57 del reglamento vigente:

Resultando que presentadas las licen­
cias del dueño del terreno en 27 de Ene­
ro del mismo año, se admilieron las an­
teriores solicitudes en 14 de Mayo; y 
hechas las publicaciones oportunas y cu­
biertos todos los tramites legales, se man­
daron pasar al Ingeniero para que prac­
ticara el reconocimiento; y verificado en 
11 y 12 de Junio, informó respecto á 
Jove que podían señalárseles dos perte­
nencias en la forma que se representaba 
en el plano general de los expedientes 
despachados en ios términos de Villaharla 
y Espiel, por convenir con el terreno que 
se pedia el sitio, linderos y visuales de 
referencia que se expresaban en la solici­
tud de investigación de que se trata; 
mandándose, despues de otras diligen­
cias, que se procediese, á su designación 
y amojonamiento; y respecto á Jove Se­
gunda, que aunque los circunstancias re­
feridas también convenían con el terreno 
pedido, los linderos no correspondían con 
los expresados en el expediente antiguo, 
pues que el del Oeste se hallaba al Norte; 
el que se expresa como del Sur al Oeste; 
el del Norte al Este, y no podían seña­
larse dichas pertenencias porque habien­
do quedado su punto de partida dentro 
de la investigación Jone, que tenia sobre 
ella derecho de prioridad, no había ter­
reno franco para aquella:

Resultando que el Gobernador en su 
vista, de conformidad cqn el precedente 
informe, en 5 de Setiembre de 1866 de­
claró nulo por falta de terreno el expe­
diente de investigación Jove Segunda: y 
que apelada esta resolución por el inte­
resado, por Real orden de 29 de Mayo 
de 1867 el Ministro de Fomento confir­
mó dicho decreto:

Resultando que notificada esta resolu­
ción a! representante de la Sociedad 
Iberia en 17 de Junio siguiente, el Li- 
cenciado’D. Antonio Ramos Calderón, á 
nombre de la misma; enlabió demanda 
ante el Consejo de Estado en 15 de Julio 
del mismo año solicitando que se consul­
tase la revocación de dicha Real órden, 
y en su lugar se ordenase que el Ingenie­
ro rectificase la operación practicada res­
pecto á Jove Segunda, ajustándose á los 
planos presentados para esta investiga­
ción y la de Jove, informando según el 
resultado si el punto de partida de aque­
lla quedaba dentro del terreno solicitado 
para la segunda con arreglo á dichos 
planos; fundándose en que la situación, 
designaciones y linderos de cada uno eran 
exactísimas, según lo tenían reconocido 
los Ingenieros de! Gobierno en sus infor­
mes, y que no cabía prioridad alguna 
entre Jove y Jove Segunda, porque am­
bas solicitudes se presentaron en un mis­
mo dia, se admitieron y se dió conoci­
miento de la concesión de la licencia del 
dueño del terreno, á no ser que por prio­
ridad se atendiera á la circunstancia de 
haberse principiado el reconocimiento 
por la investigación Jove antes que Jove 
Segunda cuando fué el Ingeniero á prac­
ticar el deslinde general de la cuenca: 
en que ámbas investigaciones procedían 
del antiguo registro Jove, que tenía cua­
tro pertenencias, de las cuales, al hacer 
uso de la reserva, se incluyeron dos en 



cada expediente por no permitir mas el 
reglamento reformado que actualmente 
regía; y que no hubiera sido racional ha­
cer que el punto de partida de una in­
vestigación cayera dentro de la otra, con 
cuyo proceder estaba segura la Compa­
ñía de perder una de ellas, regalando el 
terreno á un tercero: en que había pre­
sentado dos planos, en cada uno de los ; 
cuales se comprendían dos pertenencias 
de las cuatro del antiguo registro perfec­
ta y científicamente situadas, dividiendo 
con geométrica exactitud el primitivo 
terreno en dos partes: en que el que ha­
bla procedido con ilegalidad había sido 
el Ingeniero, no solo respecto á estos ex­
pedientes, sino á la gran mayoría de los 
de la cuenca; y en que el plano practica­
do por el Ingeniero no estaba ni cabía 
dentro de las leyes de minas, estaba he­
cho al capricho, y su arbitrariedad había 
motivado que Jove Segunda fuera copado 
por Jove; no debiendo prevalecer su vo­
luntad por partir de un hecho inexacto:

Resultando que decaído del derecho 
de ampliar la demanda, contestó el Mi­
nisterio fiscal pidiendo, la absolución de 
la misma, exponiendo que la parle ac­
lora, tanto en la’ via gubernativa como 
en la demanda, reconocía el hecho de 
que la investigación Jove, según la de­
marcación que el Ingeniero la había 
asignado, ocupaba el sitio de la llamada 
Jove Segunda, deduciéndose de aquí la 
falla de terreno franco que la ley exigía 
para esta clase de concesiones mineras; 
y que aun siendo cierto que la causa de 
aquella falla de terreno fuese la variación 
de las designaciones y demarcaciones mas 
antiguas ó antes reconocidas entre las 
limítrofes, era indudable que con arreglo 
á los artículos 52 de la ley, 48 y 49 del 
reglamento, ó habia sido consentida por 
la Sociedad demandante aquella altera­
ción, en cuyo caso no podía ahora im­
pugnarla, ó no la habia consentido, y 
entonces debió deducir sus reclamaciones 
en los mismos expedientes cuya trami­
tación le perjudicaba, ó en el formado 
para la aprobación del plano general de 
la cuenca carbonífera; no pudiendo dic­
tarse ahora resolución que afectase á es­
tos expedientes, ni apreciarse si las va ­
riaciones introducidas por el Ingeniero 
fueron ó no acertadas:

Resultando que hecha saber al Licen­
ciado Ramos Calderón la incompatibili­
dad que resultaba al Letrado en quien 
primitivamente sustituyó su poder, lo 
hizo de nuevo en el Licenciado D. Vi­
cente Nuñez de Velasco, que aceptándolo 
se mostró parle y se tuvo por tal en el 
estado en que se encontraban los autos:

Vistos, siendo Ponente el Magistrado 
D. Gregorio Juez Sarmiento;

Considerando que la providencia del 
Gobernador de Córdoba de 5 de Setiem­
bre de 1866, por la que se declaró nulo 
por falla de terreno franco el expediente 
de investigación denominado Jove se­
gunda, así como la Real órden de 29 de 
Mayo de 1867, que la confirmó, se fun­
daron únicamente en el dictámen del In­
geniero primero del distrito, en el cual 
se expresa su juicio sin la necesaria de­
terminación, por no señalarse la direc­

ción y pertenencias por que está limi­
tada la demarcación solicitada por la 
Sociedad Iberia:

Considerando que las designaciones de 
pertenencias mineras no deben hacerse 
con arreglo á un plan preconcebido, 
aun cuando esté inspirado por razones 
equitativas y de general conveniencia, 
mientras no esté legalmenle aprobado, 
sino con extricla sujeción á los derechos 
preexistentes, fundados en la ley y re­
glamento; teniendo también presente en 
los casos en que esto sea necesario la 
prioridad de las reclamaciones:

Y considerando que no apareciendo de­
bidamente demostrado por el conciso in­
forme del Ingeniero primero del distrito 
que con arreglo á los fundamentos an­
teriormente enunciados fallara terreno 
franco para la investigación pretendida, 
no ha podido aceptarse como única razón 
justificada la afirmación del Ingeniero, 
que sirvió de fundamento á las referidas 
resoluciones;

Fallamos que debemos dejar y deja­
mos sin efecto la Real órden reclamada 
de 29 de Mayo de 1867, y mandamos 
que se devuelvan al Gobernador de Cór­
doba los respectivos expedientes admi­
nistrativos para que el Ingeniero prac­
tique el reconocimiento y demarcación de 
la investigación Jove Segunda, ajustán­
dose á los planos presentados para la 
misma; y para la de Jove, á fin de que 
en el caso de haber terreno franco cuando 
se pretendieron, se concedan, demarquen 
y acolen como previene la ley; y cuando 
no, se deniegue la solicitud, determinan­
do en este caso los motivos de la resolu­
ción, con señalamiento de los límites 
preexistentes de las otras pertenencias 
legítimas que puedan reducir el períme­
tro del espacio designado y demas datos 
que puedan ser oportunos para su re­
solución.

Así por esta nuestra sentencia, que 
se publicará en la Gaceta oficial y se in­
sertará en la Colección legislativa, sa­
cándose al efecto las copias necesarias, y 
devolviéndose el expediente gubernativo 
al Ministerio de Fomento con la certifica­
ción prevenida, lo pronunciamos, manda­
mos y firmamos.=Juan González Ace- 
vedo.^Gregorio Juez Sarmiento.=José 
María Herreros de Tejada.—Juan Ji­
ménez Cuenca.=Juan Cano Manuel. = 
José Jiménez Mascaros =Trinidad Si­
cilia.

Publicación. =Leída y publicada fué 
la precedente sentencia por el Excmo. 
Sr. 1). Gregorio Juez Sarmiento, Magis­
trado de la Sala cuarta de! Tribunal Su­
premo, celebrando audiencia pública la 
misma en el dia de hoy, de que cerli- 
co como Secretario Relator en Madrid á 
22 de Junio de 1872.=Licenciado Ma­
nuel Aragoneses Gil.

(De la Gaceta núm. 220.) 
TRIBUNAL SUPREMO.

SALA PRIMERA.

D. Dionisio Antonio de Puga, Comen­
dador de la Real y distinguida Orden es­

pañola de Cárlos III y Escribano de Cá- • 
mara del Tribunal Supremo.

Certifico que en el recurso de casación 
interpuesto por la Condesa de Luque 
contra la sentencia pronunciada por la : 
Sala de lo civil de la Audiencia de Sevi- i
Ha en autos con su esposo el Conde del 
mismo título sobre depósito de aquella, 
la Sala primera ha dictado el auto que 
se copia:

«Resultando que contra la sentencia 
pronunciada por la Sala do lo civil de la 
Audiencia de Sevilla en 10 de Julio de 
1871 en el expediente ó acto de jurisdic­
ción voluntaria seguido entre D. Cristó­
bal Guzman, Conde de Luque, y la Con­
desa su mujer Doña María de la Concep­
ción Ojeda, sobre depósito de esta, se 
interpuso por parle de la misma recurso 
de casación en la forma y en el fondo:

Resultado que dicha Sala no admitió 
el recurso por quebrantamiento de forma; 
y que presentada queja de ello por la 
Doña María de la Concepción en esta 
Sala, se confirmó la providencia denega­
toria de la admisión por auto de 4 del 
corriente mes, que fué notificado al Pro­
curador de la recurrente en el dia 6 del
mismo:

Resultando que por parle de la misma 
Doña María de la Concepción Ojeda se 
acreditó el dia 14 que habia constituido 
el depósito correspondiente a! recurso 
por quebrantamiento de ley y doctrina 
legal, presentando el documento reque­
rido en el mismo dia, despues de la hora 
de despacho; y que en él, y también 
despues de esta hora, se presentó escrito 
por la parle del recurrido solicitando se 
declarase firme, con táseoslas, la senten­

ricio García. =José M. Cáceres.=Lau- 
reanode Arriela.=José Fermín de Muro. 
=Ramon Diaz Vela.=Licenciado Ma­
riano Fernandez García.=Fuí presente. 
=Dionisio Antonio de Puga.*»

Para que tenga lugar su publicación 
en la Gacela, al tenor de lo mandado, 
expido la presente en Madrid á 29 de 
Julio de 1872.=Dionisio Antonio de 
Puga.

(De la Gaceta núm. 251.)
TRIBUNAL SUPREMO.

sala segunda.
En la villa y corte de Madrid, á 6 do 

Julio de 1872, en el expediente número 
1.654 que ante Nos pende sobre admi­
sión del recurso de casación interpuesto 
por D. José Cardona y', D. Francisco 
Fernandez:

l.° Resultando que el dia 4 de No­
viembre de 1870 D. José Cardona pro­
puso á D. Francisco Fernandez y á Ra­
món Pando, y estos aceptaron hacer un 
negocio; y al efecto Cardona y Fernan­
dez se dirigieron al café de Zaragoza de 
esta corte, en donde ofreció el primero 
á Remigio Yelez el descuento de una letra 
de 2.500 rs. extendida á favor de Anto­
nio Perez, cuyo descuento aceptó aquel, 
por lo cual los tres se marcharon á la 
casa de Cordero, y habiéndose encontra­
do á Pando en la escalera le preguntó 
Cardona cuándo le pagaría la letra, con­
testándole que el dia de su vencimiento; 
que en su vista Cardona, Fernandez y 
Velez se marcharon á casa del último, 

cia recurrida:
Siendo Ponente el Magistrado D. Ra­

món Diaz Vela:
Considerando que, según el art. 42 de 

la ley provisional sobre reforma de la 
casación civil, hecha la declaración de no 
haber lugar al recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, el que lo 
haya interpuesto debe hacer el depósito 
correspondiente al recurso por infracción 
de ley ó doctrina legal; y si no lo acre­
ditase con el documento correspondiente 
en el término de seis dias siguientes al 
de la notificación de la sentencia dene­
gatoria del primero de estos recursos, se 
le tendrá por desistido del segundo, ó 
sea del interpuesto por quebrantamiento 
de ley ó doctrina legal:

Considerando que por parte de la re­
currente no se acreditó la constitución 
del depósito en el término de los seis 
dias hábiles siguientes al en que se le 
notificó la sentencia denegatoria del re­
curso por quebrantamiento de forma, á 
la que en el presente caso y sus seme­
jantes equivale al auto confirmando la 
providencia de la Audiencia denegatoria 
de la admisión;

Se tiene por desistida á la recurrente 
Doña María de la Concepción Ojeda, 
Condesa de Luque, del recurso que in­
terpuso por infracción de ley y doctrina 
legal, con las costas; y póngase encono- 
cimiento de la Audiencia de Sevilla para 
los efectos correspondientes.

Madrid 26 de Junio de 1872. =Mau­

que entregó á Fernandez la cantidad de 
2.200 rs. firmando este la letra con el 
nombre de Francisco Perez López; que 
al buscar Velez á D. Antonio Jiménez 
contra quien estaba girada la letra, no 
pareció tal sujeto, y que Cardona hasido 
penado una vez por estafa y otra por 
abusos deshonestos:

2.° Resultandoque instruida laopor- 
luna causa por el Juez del distrito del 
Hospital en esta corle, y elevada en con­
sulta á la Audiencia de este territorio, la 
Sala de lo criminal de la misma, en sen­
tencia de 25 de Marzo del presente año, 
declaró que los hechos probados consti­
tuían los delitos de estafa en cantidad 
mayor de 100 pesetas, pero menor de 
2.500, y el de falsificación dedocumento 
privado, ámbos consumados, de los cua­
les eran autores D. José Cardona y D. 
Francisco Fernandez, sin otra circustan- 
cia apreciable que la agravante de rein­
cidencia que asistía á Cardona; y en su 
consecuencia, vistos los artículos del Có­
digo penal 518, 547 y 548, l.° y 10, 
circunstancia 18 y demás de aplicación 
ordinaria, condenó á Cardona en cuatro 
años de prisión correccional, accesorias y 
250 pesetas de multa, y á Fernandez en 
tres años de igual pena con las mismas 
accesorias, y 250 pesetas de mulla:

5.° Resultando que contra esta sen­
tencia se ha interpuesto recurso de casa­
ción por infracción de ley á nombre de 
ámbos procesados, alegando D. José Car­
dona que estaba comprendido en el caso 



1del art. 5.” y en el 4.° párrafos terce­
ro y cuarto de la ley de 18 de Junio de 
1870, y que se habían infringido los 
artículos del Código penal 88, 90, 314, 
318, 319, 548, porque no existen dos 
delitos uno de falsificación y otro de 
estafa, y si sólo este último, y el art. 64 
que es el que ha debido aplicarse, y D. 
Francisco Fernandez fundó el recurso en 
los casos 3.° y 5.° del citado art. 4.° de 
la referida ley, y alega que únicamente 
podría atribuírsele el delito de falsedad 
si estuviera comprendido en alguno de 
los números del art. 314; pero que no lo 
está porque en ninguno de sus párrafos 
se encuentra el firmar con nombre fin­
gido; que también se habían cometido 
otros errores de derecho, que son: pri­
mero, el aplicar al caso presente el art. 
318 del Código penal en lugar del 546: 
segundo, el no haber aplicado al pro­
cesado los beneficios del Real decreto del 
9 de Octubre de 1853; y tercero, el no 
haber tomado en consideración las cir­
cunstancias atenuantes de arrebato y ob­
cecación y no haber tenido intención de 
producir tanto daño como el que causó, 
que concurrieron en la perpetración del 
delito de que se trata:

Visto, siendo Ponente el Magistrado 
D. Manuel León:

1. ' Considerando que en los recursos 
por infracción de ley en los negocios cri­
minales este Tribunal Supremo ha de 
aceptar los hechos como se consignan en 
la sentencia, al tenor de lo expuesto en 
el art. 7.’de la ley de 18 de Junio de 
1870:

2. ° Considerando que, según el art. 
90 del Código penal vigente, en el caso 
de que un solo [hecho constituya dos ó 
mas delitos, ó cuando uno de ellos sea 
medio necesario de cometer el otro, se 
castigará sólo el que merezca mayor 
pena, imponiéndola en el grado máximo:

5.° Considerando que tal como en la 
sentencia se aceptan los hechos la false­
dad fué medio necesario do cometer la 
estafa:

4. ° Considerando que según los he­
chos que la Sala sentenciadora estima 
como probados son supuestas las perso­
nas que aparece firmaron é intervinieron 
en el documento de que se trata:

5. ’ Considerando que tampoco de 
los hechos probados se desprende la cir- 
custancia de arrebato y obcecación que 
se alega, ántes al contrario aparece la 
premeditación y calma con que efectua­
ron el delito:

6. ’ Considerando que el decreto de 
9 de Octubre de 1853 excluye termi­
nantemente de su beneficio á los autores 
de falsedad y estafa:

7. ° Y considerando, por tanto, que 
son infundadas las alegaciones que se 
hacen para que pueda admitirse el re­
curso;

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos no haber lugar á la de los in­
terpuestos, con las costas, á nombre de 
Don José Cardona y D. Francisco Fer­
nandez; y comuniqúese al Tribunal sen­
tenciador para los efectos correspondien­
tes.

Así por esta nuestra sentencia, que se 

publicará en la Gaceta de Madrid é in­
sertará en la Colección legislativa, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos. 
=Manuel Orliz de Zufliga.=Manuel 
Leon.=Fernando Perez de Rozas.= 
Francisco de Vera.=Luis Vázquez Mon- 
dragon.=Ramon Díaz Vela.=Crispulo 
García Gómez de la Serna.

Publicación.=Leida y publicada fué 
la anterior sentencia por el Excmo. Sr. 
D. Manuel León, Magistrado del Tribu­
nal Supremo, celebrando audiencia pú­
blica su Sala segunda en el dia de hoy, 
de que certifico como Secretario de ella.

Madrid 6 de Julio de 1872.=Licen- 
ciado Cárlos Bonet.

(¿le la Gaceta wim. 233.) 
™ ^TRIBUNAL SUPREMO.

SALA SEGUNDA.

En la villa y corle de Madrid, á 8 de 
Julio de 1872, en el expediente núm. 
1.703, pendiente ante Nos sobre admi­
sión de! recurso de casación interpuesto 
por D. Andrés Bravo Gil:

1. ° Resultando que este, en la ma­
ñana del 27 de Mayo de 1871, presentó 
al cobro en las oficinas del Giro múluo 
de Málaga una libranza de 1.700 pese­
tas, expedida en 19 de dicho mes por la 
Administración del Puerto de Santa Ma­
ria á fayor de D. Diego Jiménez, y endo­
sada por este en el 23 á Bravo, cuyo 
documento resultó ser falso; y detenido 
el portador, aseguró lo ignoraba, pues 
se la entregó en Ceuta su comadre Jua­
na García Perez, quien negó la cita, á fin 
de que la cobrase en Málaga con motivo 
del viaje que hacía para Algeciras, cuya 
entrega no pudo justificar el procesado, 
habiéndose asimismo acreditado que en 
23 de Mayo no existia en Ceuta el su­
puesto Diego Jiménez:

2. ° Resultando que la Sala de lo cri­
minal de la Audiencia de Granada, por 
sentencia de 17 de Abril de 1872, de­
claró que los hechos probados constituían 
el delito de falsificación de una libranza 
de cambio, siendo su autor el procesado 
Bravo Gil, toda vez que la presentó para 
su cobro sin haber justificado su proce­
dencia, y concurriendo la circunstancia 
agravante de haber sido castigado ante­
riormente por delito á que la ley señala 
igual ó mayor pena, sin ninguna ate­
nuante; y en su consecuencia, conforme 
á ios artículos 515, circunstancia 17 del 
10, reglas 5.a y 7.a del 82 y otros con­
cordantes del Código penal reformado, le 
condenó en 10 años y un dia de prisión 
mayor, accesoria, multa de 4.000 pese­
tas y en las costas:

5/ Resultando que á nobre del pro­
cesado Bravo se interpone contra la ante­
rior sentencia recurso de casación apo­
yado en los casos 5.” y 4.” del art. 4.° 
de la ley de 18 de Junio de 1870, y 
citando como infringidos los artículos 

' 514 y 316 del Código referido, puesto 
i que el 515, con arreglo al cual se 
• le penaba en su referencia con el 314 

hacia necesario, además del hecho de la 
presentación á sabiendas de la libranza 
falsa con intención de lucro, la interven­
ción personal del autor, cometiendocual- 
quiera de las falsedades comprendidas 
en el 314, cuyo cargo no sólo no se pro­
baba sino que ni aun se le imputaba, y 
por lo tanto quedaba único aplicable el 
316, según el espíritu de varias senten­
cias de este Tribunal, que exige la 
prueba de todas las circunstancias gené­
ricas constitutivas, del delito para que 
este exista:

Visto, siendo Ponente el Magistrado 
D. Manuel León:

1. " Considerando que en los recursos 
de casación criminal por infracción de 
ley, conforme el art. 7.° de la que le 
establece, este Supremo Tribunal ha de 
aceptar los hechos como en la sentencia 
se consignen:

2. ° Considerando que de los hechos 
aceptados y declarados probados por la 
Sala aparece la falsificación de una li­
branza de correos, suponiendo ha sido li­
brada por la Administración de Rentas 
del Puerto de Santa María, que pretendió 
hacer efectiva el procesado:

3. ° Considerando que el art. 316 
solo es aplicable cuando en juicio se pre­
sentara con intención de lucro un docu- 
cumenlo falso; circunstancia que no ha 
concurrido en el presente caso, dados los 
hechos aceptados en la sentencia:

4. ” Y considerando que no hay moti­
vo fundado para que proceda la admisión 
del recurso:

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos no haber lugar á la del inter­
puesto por D. Andrés Bravo y Gil, á 
quien condenamos en las costas; y comu­
niqúese asta resolución á la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Granada á los 
efectos que procedan en derecho.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
publicará en la Gaceta de Madrid é in­
sertará en la Colección legislativa, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.= 
Manuel Orliz de Zúñiga.—Tomás Buet 
=Fernando Perez de Rozas.^Francisco 
de Vera.=Luis Vázquez Mondragon.= 
Crispulo García Gómez de la Serna.

Publicación.=Leida y publicada fué 
la anterior sentencia por el Excmo. Sr. 
D. Manuel León, Magistrado del Tribunal 
Supremo, celebrando audiencia pública su 
Sala segunda en el dia de hoy, de que 
certifico como Secretario de ella.

Madrid 8 de Julio de 1872.¡licen­
ciado Cárlos Bonet.

Providencias judiciales.

JUZGADO DE 1.* INSTANCIA 
de Lema.

D. Antonio Vergara, Juez del partido de 
esta villa de Lerma.

Por el presente primer adicto, cito 
llamo y emplazo al Sobreguarda D. Do­
mingo López Villabrille, para que en el 
término de nueve días á contar desde su 
inserción en el Boletín oficial de la pro­

vincial se presente en este Juzgado á 
prestar una declaración en causa crimi­
nal que se sigue contra Solero Hernando, 
vecino de Santa María Mercadillo, sobre 
desacato al Alcalde, ó en otro caso se 
dirija al Juzgado manifestando el punto 
de su residencia para que pueda prestarla 
donde se halle.

Dado en Lerma á diez y ocho de 
Agosto de mil ochocientos setenta y dos. 
=Anlonio Vergara. =Por su mandado, 
Miguel Bravo Revilla.

Anuncios oficiales.

ADMINISTRACION ECONÓMICA
DE LA PROVINCIA DE BURGOS.

La Dirección general de Rentas con 
fecha 16 del actual me dice lo siguiente:

En el sorteo celebrado en este dia para 
adjudicar el premio de 625 pesetas con­
cedido en cada uno á las huérfanas "de 
Militares y Patriotas muertos en cam­
paña, ha cabido en suerte dicho premio 
á Doña Saturnina Pedros, hija de Don 
Pedro M. N. de Caspe, muerto en e 
campo del honor. Lo participa á V. S. 
esta Dirección á fin de que se sirva dis­
poner se publique en el Boletín oficia! de 
esta provincia para que llegue á noticia 
de la interesada.

Lo que se anuncia en el periódico ofi­
cial de esta provincia para conocimiento 
del público.

Burgos 25 de Agosto de 1872.= 
Manuel L. Fariñas.

Anuncios particulares.

INSTITUTO LIBRE DE 2.* ESENANZA
DE CARRION DE LOS CONDES.

Secretaría.
En cumplimiento de lo dispuesto en el 

art. 7.” del decreto de 6 de Mayo de 
1870, los alumnos que deseen sufrir 
exámen de asignaturas en el próximo 
mes de Setiembre, se servirán presen­
tar en esta Secretaría, del 15 al 31 del 
corriente las hojas impresas solicitando 
exámen, que a! efecto se les falicitarán 
en la portería del Instituto, advirtiendo 
que de no cumplir esta formalidad, no 
podrán ser examinados.

La matrícula para el próximo curso 
de 1872 á 1873 estará abierta en esta 
Secretaría desde 1 / al 50 de Setiem­
bre, en cuya fecha quedará definitiva­
mente cerrada.

Lo que se hace público para que lle­
gue á conocimiento de los interesados.

Carrion de los Condes 14 de Agosto 
de 1872.=EI Secretario, Lie. Manuel 
García. 5

Imprenta de la Diputación provincial.

ü


